
TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022312  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.C. J/104 C (10a.)  
 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL O DEFINITIVA. ES IMPROCEDENTE CONTRA LOS EFECTOS Y 
CONSECUENCIAS DE LA LEY NACIONAL DE EXTINCIÓN DE DOMINIO, AUN CUANDO SE 
IMPUGNE LA CONSTITUCIONALIDAD DE LOS PRECEPTOS QUE ESTABLECEN LOS REQUISITOS 
PARA GOZAR DE LA PRESUNCIÓN DE BUENA FE EN LA ADQUISICIÓN Y DESTINO LÍCITO DE 
BIENES, PUESTO QUE DICHA LEY NO ES AUTOAPLICATIVA, SINO QUE SE REQUIERE UN ACTO 
CONCRETO DE APLICACIÓN. 

 
Es improcedente conceder la suspensión provisional o definitiva para impedir los efectos y consecuencias 
de la ley citada, reclamada como autoaplicativa, relacionados con la regulación de los requisitos para 
gozar de la presunción de buena fe en la adquisición y destino lícito de bienes inmuebles, puesto que se 
requiere la existencia de un procedimiento regulado por la misma ley y la emisión de un acto concreto de 
aplicación. Es así, pues para que a alguien pudiera aplicársele el precepto legal en el que se establecen 
requisitos a acreditar para que opere el principio de buena fe en la adquisición y destino lícito de un bien 
inmueble, tendría forzosamente que iniciarse un procedimiento en el que la parte inconforme fuera la 
afectada y que, por ende, por tener ese carácter, o el de tercero extraño o ajeno a ese proceso, tuviera 
que acreditar los hechos que el legislador estableció para poder presumir esa buena fe, ya que el 
legislador estableció, de manera expresa, que esos requisitos se refieren al bien afecto a la acción 
respectiva. Por ende, si no se tiene noticia del inicio de un procedimiento de extinción de dominio que 
afecte a la parte quejosa, no puede considerarse que se actualice el peligro en la demora para conceder 
la medida cautelar solicitada, pues en tal supuesto se estaría ante un acto futuro e incierto y no ante uno 
actual e inminente, dado que para la concesión de la medida cautelar se requiere constatar una afectación 
individual o colectiva, calificada, actual, real y jurídicamente relevante, siempre que esté tutelada por el 
derecho objetivo, y en caso de obtener el amparo, que pueda traducirse en un beneficio para el quejoso. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022311  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 47/2020 (10a.)  
 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. CUANDO LA 
INFRACCIÓN HAYA OCURRIDO ANTES DEL 19 DE JULIO DE 2017 SIN QUE SE HUBIERE INICIADO 
EL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD, RESULTA APLICABLE PARA EL PROCEDIMIENTO 
DISCIPLINARIO LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL DE 
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS). 

 
Hechos: El Pleno de Circuito y el Tribunal Colegiado de Circuito contendientes analizaron cuál legislación 

resulta aplicable para el procedimiento de responsabilidad administrativa si la conducta se ejecutó antes 
del 19 de julio de 2017, pero la investigación inició en esa fecha o en una posterior. Al respecto llegaron 
a soluciones contrarias, pues para el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito el procedimiento 
debe seguirse conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, mientras que el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito concluyó que la legislación aplicable 
para el procedimiento es la vigente en la fecha en que se cometió la conducta. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 

procedimiento debe seguirse conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 
 
Justificación: La Ley General de Responsabilidades Administrativas fue creada como un cuerpo 

normativo que busca englobar la totalidad de las actuaciones necesarias para determinar la existencia de 
causales de responsabilidad y, en su caso, sancionarlas, lo cual generó que las etapas procedimentales 
estuvieran enlazadas y tuvieran un efecto unas respecto de otras; la estrecha vinculación entre la fase de 
investigación y las posteriores, implica que el trámite sea uniforme, desde la investigación hasta la 
resolución, y sus etapas no se pueden entender de manera aislada. Ahora bien, de conformidad con el 
artículo tercero transitorio del decreto por el que se expidió la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, los procedimientos administrativos iniciados antes del 19 de julio de 2017 deberán 
concluir según las disposiciones aplicables vigentes a su inicio. Sin embargo, si la conducta se ejecutó 
antes de esa fecha, pero la investigación inició con posterioridad a ella, el procedimiento debe seguirse 
conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas y la resolución será emitida por la 
autoridad competente.  
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022310  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 48/2020 (10a.)  
 
RESOLUCIÓN EMITIDA EN TÉRMINOS DEL PENÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 69-B DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. ES IMPUGNABLE A TRAVÉS DEL RECURSO 
ADMINISTRATIVO DE REVOCACIÓN O EN SEDE CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron si la resolución por la que la 

autoridad fiscal desestima las pruebas presentadas por los contribuyentes para aclarar su situación fiscal 
en términos del penúltimo párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación y les invita a corregir 
su situación fiscal, es o no una resolución definitiva para efectos de la procedencia, ya sea del recurso de 
revocación o del juicio de nulidad. Al respecto llegaron a soluciones contrarias, pues uno de ellos concluyó 
que sí mientras que los otros dos concluyeron que no. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que la 

resolución emitida en términos del penúltimo párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, 
mediante la cual la autoridad hacendaria desestima las pruebas que aportó el contribuyente y lo invita a 
corregir su situación fiscal, constituye una resolución definitiva que causa un agravio en materia fiscal y, 
por tanto, es susceptible de ser impugnada, ya sea a través del recurso administrativo de revocación o 
del juicio contencioso administrativo. 
 
Justificación: En la resolución emitida en términos del penúltimo párrafo del artículo 69-B del Código 

Fiscal de la Federación por el Servicio de Administración Tributaria, a través de la cual desestima las 
pruebas que le aportó el contribuyente y concluye que no acreditan que efectivamente adquirió los bienes 
o recibió los servicios que amparan los comprobantes fiscales (expedidos por un contribuyente que se 
encuentra en la lista definitiva prevista en ese precepto), sí se trata de una resolución definitiva 
impugnable en el recurso administrativo de revocación o en el juicio contencioso administrativo, conforme 
a los artículos 117 del Código Fiscal de la Federación y 3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, respectivamente, pues genera un agravio al particular en materia fiscal, en la 
medida en que a través de este acto la autoridad de la materia manifiesta su voluntad oficial, ya que 
decide una situación jurídica concreta, previa, en su caso, al ejercicio de sus facultades de comprobación, 
derivada de una petición real y específica que le formuló al contribuyente con consecuencias propias. 
Ello, ya que desestima las pruebas que presentó el contribuyente para acreditar que efectivamente 
adquirió los bienes o recibió los servicios que amparan los comprobantes fiscales, lo que puede traer 
consecuencias jurídicas para el interesado consistentes en la posible determinación de créditos fiscales 
que correspondan, aunado a que las operaciones amparadas en los comprobantes fiscales se 
considerarán como actos o contratos simulados para efecto de los delitos previstos en el Código Fiscal 
de la Federación. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022303  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.11o.C. J/6 C (10a.)  
 
NULIDAD DE CARGOS REALIZADOS A TARJETA DE DÉBITO. PROCEDE EL PAGO DE INTERESES 
LEGALES SOBRE EL MONTO DEL NUMERARIO INDEBIDAMENTE PAGADO, ANTE LA DEMORA 
EN LA ENTREGA DE LA SUMA DISPUESTA, CONFORME AL ARTÍCULO 2117 DEL CÓDIGO CIVIL 
FEDERAL SUPLETORIO DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 
 

Cuando un cuentahabiente celebra un contrato de depósito bancario con dinero a la vista, y se le otorga 
por ello una tarjeta de débito, es evidente que mediante esa tarjeta podrá disponer únicamente de los 
fondos que mantenga en la cuenta. En ese contexto, cuando los cargos cuya nulidad se demanda se 
efectuaron con la tarjeta de débito que asignó el banco al tarjetahabiente, implica que se dispuso del 
dinero que éste tenía depositado, lo que genera una disminución en su patrimonio. De ahí que, tratándose 
de tarjetas de débito, la anulación de los cargos no es suficiente para resarcir los daños y perjuicios en el 
patrimonio del tarjetahabiente, lo que conlleva que se generen intereses legales a favor del tarjetahabiente 
por el tiempo que transcurra entre el cargo anulado y la retribución de los recursos indebidamente 
dispuestos. Lo anterior, porque se impidió al cuentahabiente disponer de su dinero durante ese lapso por 
la demora en la entrega de la suma correspondiente, aun cuando en el contrato basal las partes no 
pactaran interés alguno para este supuesto. Ello es así, pues conforme al artículo 2117 del Código Civil 
Federal, supletorio del Código de Comercio, cuando una persona incumpla con una obligación a su cargo 
y ésta consista en la entrega de una suma de dinero, se encuentra obligada a resarcir los daños y 
perjuicios que hubiera ocasionado al acreedor, los cuales pueden ser el equivalente al interés legal o una 
suma superior, en caso de que las partes así lo hubieran convenido; lo que significa que el legislador 
ordinario estimó que el pago del interés legal o el pactado, constituye la indemnización que debe pagar 
quien incumple con una obligación de entregar una suma de dinero, con el fin de resarcir los daños y 
perjuicios derivados del incumplimiento de la obligación. 
 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022299  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Común, Administrativa)  
Tesis: PC.III.A. J/89 A (10a.)  
 
MAGISTRADOS DEL ESTADO DE JALISCO. LOS ACTOS INTERMEDIOS EMITIDOS POR EL 
CONGRESO LOCAL EN EL PROCEDIMIENTO DE ELECCIÓN RELATIVO ACTUALIZAN DE MANERA 
MANIFIESTA E INDUDABLE UNA CAUSA DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 
[APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 102/2018 (10a.)]. 

 
El artículo 113 de la Ley de Amparo dispone que el Juez de Distrito puede desechar la demanda de 
amparo cuando advierta un motivo manifiesto e indudable de improcedencia. En palabras de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, esto implica que la existencia de la hipótesis de inejercitabilidad 
constitucional requiere de demostración plena, es decir, debe ser evidente, clara y fehaciente y no basarse 
en presunciones, ni exigir un análisis profundo como el que se realiza en la sentencia, porque de lo 
contrario el juzgador no debe desechar la demanda de amparo. Tal es el caso del reclamo consistente en 
el procedimiento de elección de Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia y del Tribunal de Justicia 
Administrativa del Estado de Jalisco, cuya naturaleza ha sido bien definida en la jurisprudencia 2a./J. 
102/2018 (10a.) de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el sentido de que 
tanto la elección en sí misma considerada, como los actos intermedios de ese procedimiento, constituyen 
actos soberanos emitidos por el Congreso Local en uso de sus facultades discrecionales. 
Consecuentemente, en ese tipo de casos no se requiere de un mayor escrutinio por parte del juzgador 
de amparo para establecer, desde el auto de inicio, la aplicabilidad del criterio jurisprudencial de referencia 
y, por ende, desechar de plano la demanda respectiva, por actualizarse de manera manifiesta e indudable 
la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción VII, de la Ley de Amparo; lo anterior, pues 
dada la obligatoriedad del criterio de referencia, en términos del artículo 217 de la propia ley, resulta 
innecesario instrumentar el juicio constitucional, pues con independencia de los documentos aportados 
(informes justificados, pruebas, alegatos), prevalece la circunstancia de que la naturaleza de los actos del 
Congreso Local, definida jurisprudencialmente por la Superioridad, no variaría. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022289  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 51/2020 (10a.)  
 

IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. SU ORIGEN. 
 

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, entre otros, los artículos 8 a 34 de 
la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo de su entrada en vigor al considerar, entre otras 

cuestiones, que transgreden los principios de justicia fiscal contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución General, ya que no constituyen impuestos propiamente dichos ni resultan ser proporcionales y 
equitativos; también por no cumplir con el principio de legalidad, ni los recursos que se recauden por ellos se 
destinan al gasto público; que los aludidos preceptos violan la esfera competencial de la Federación y faltan al 
proceso legislativo. 
 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó el origen de los 
impuestos ecológicos o costo eficientes, en estricto sentido. 
 

Justificación: Al desarrollarse las teorías sobre los factores de la producción no se tomó en consideración el 
valor de la naturaleza y de sus bienes, razón por la cual sólo se estimó al trabajo y al capital como integrantes 
de esos factores. Sin embargo, con el enorme crecimiento que tuvo lugar con posterioridad a la Segunda 
Guerra Mundial, los bienes y servicios ambientales adquirieron un valor económico dada su creciente escasez 
y la necesidad constante que de ellos se tiene. Así, desde una perspectiva económica, el medio ambiente o 
los bienes ambientales tienen la característica de constituir bienes públicos, por lo que la utilización de é stos 
por parte de un individuo no reduce, en principio, la posibilidad de su uso para los demás. Ahora, corresponde 
al Estado velar por la adecuada provisión de los bienes ambientales, es decir, vigilar que su uso o consumo 
por determinados agentes o individuos, no impida injustificadamente la posibilidad de acceder a ellos para 

otros usuarios potenciales o para los demás integrantes de la sociedad. En ese orden de ideas, puede 
caracterizarse la degradación de los bienes ambientales como una falla de mercado, en la cual la actividad 
realizada por un agente económico reduce las posibilidades de consumo por parte de otros sujetos o 
individuos, sin reconocimiento ni compensación para las demás personas de la sociedad, a lo que se le 
denomina como un efecto o "externalidad negativa". De tal forma, la contaminación es un efecto externo 
negativo o no deseado de mercado, pues los costos de su reparación se trasladan injustificadamente a la 
colectividad, que se ve forzada a soportar sus consecuencias, no sólo consistentes en la degradación de los 
bienes ambientales, sino también en la incidencia económica de esos "costos ambientales", dado que el 
productor no incorpora a sus erogaciones tales costos (pero sí recibe los beneficios o utilidades de sus 
procesos productivos) siendo la sociedad, a través del gasto público, quien se ve obligada a solventar los 

costos de reparación. Como una propuesta de mecanismo de corrección del fallo de mercado descrito 
surgieron los denominados impuestos pigouvianos, que requerían de una  gran cantidad de información, con 
un alto grado de precisión, lo cual generaba grandes dificultades de implementación, al intentar determinar un 
"óptimo social de emisiones contaminantes". Por ello, se prefirió un esquema conocido como de impuestos 
"costo eficientes", en los cuales no se requiere de datos tan abundantes ni precisos, sino sólo de los montos 
del reconocimiento o internalización (razonable o eficiente) dentro de los procesos productivos del agente 
contaminador, de los costos de reparar o paliar el efecto negativo de contaminar, los que, a su vez, equivalen 
al monto del impuesto ambiental o ecológico, con la intención de constituir un incentivo para que tales procesos 
contaminen menos, ya que con ello evidentemente se reducirán tanto el tributo  como los costos de producción. 
 

SEGUNDA SALA 
 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022288  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 54/2020 (10a.)  
 
IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. SU DISEÑO DE CÁLCULO INCLUYE UN DEBER 
PÚBLICO DE PROTECCIÓN AMBIENTAL, QUE LOS DISTINGUE DE OTRAS CONTRIBUCIONES 
CON FINES AMBIENTALES EXTRAFISCALES. 
 
Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, entre otros, los artículos 8 a 

34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas, con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que 
los tributos que se imponen son meramente recaudatorios. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que en los 

impuestos ecológicos o costo eficientes previstos en las disposiciones reclamadas, el cuidado del medio 
ambiente está inmerso en su propia mecánica de cálculo y no como una finalidad extrafiscal o añadida a 
la gravación de otra fuente de riqueza. 
 
Justificación: La base de los impuestos ecológicos se encuentra íntimamente relacionada con la emisión 

de sustancias, la extracción de materiales o con cualquiera que sea el elemento o circunstancia que 
genere o sea susceptible de ocasionar un impacto ecológico negativo, lo cual, además de pretender el 
reconocimiento de los costos originados por las externalidades negativas, busca generar un incentivo 
para mejorar los procesos productivos contaminantes. Lo anterior, en virtud de que en la medida en que 
los productores inviertan en el desarrollo de tecnología que reduzca, minimice o incluso elimine los 
impactos que ocasionan en el medio ambiente, disminuirá también la base del impuesto y, en 
consecuencia, los propios costos de producción. Por ende, la doctrina económica y tributaria ha 
denominado como impuestos ecológicos en estricto sentido a aquellos que incluyen en la configuración 
de su base el deber público de protección ambiental, los cuales pueden distinguirse de otras 
contribuciones ambientales en general (como los derechos o las sobre cuotas) ya que no incorporan las 
finalidades ambientales en forma “extra” a la gravación de una manifestación de riqueza que nada tiene 
que ver con la protección al equilibrio ecológico, es decir, su naturaleza ambiental no se fija sólo a través 
de una intención añadida al fin recaudatorio. Tampoco tienen fines disuasorios en el consumo de un 
producto o servicio (como sucede con las sobre tasas que se emplean, por ejemplo, en los impuestos 
especiales sobre combustibles fósiles o sobre fertilizantes) sino que buscan que la base del tributo motive 
que el productor invierta en el desarrollo de tecnología que reduzca la degradación de bienes ambientales 
y, con ello, disminuyan los costos de producción. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022287  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 53/2020 (10a.)  
 
IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. SU DISEÑO DE CÁLCULO INCLUYE UN DEBER 
PÚBLICO DE PROTECCIÓN AMBIENTAL, POR LO QUE SUS FINES NO SON MERAMENTE 
RECAUDATORIOS. 
 
Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, entre otros, los artículos 8 a 

34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que los 
tributos que se imponen son meramente recaudatorios. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que los 

impuestos previstos en las disposiciones reclamadas no buscan exclusivamente mayor recaudación, sino 
que su diseño de cálculo incluye un deber público de protección ambiental. 
 
Justificación: La base de los impuestos ecológicos se encuentra íntimamente relacionada con la emisión 

de sustancias, la extracción de materiales o con cualquiera que sea el elemento o circunstancia que 
genere o sea susceptible de ocasionar un impacto ecológico negativo, lo cual, además de pretender el 
reconocimiento de los costos originados por las externalidades negativas, busca generar un incentivo 
para mejorar los procesos productivos contaminantes. Lo anterior, en virtud de que en la medida en que 
los productores inviertan en el desarrollo de tecnología que reduzca, minimice o incluso elimine los 
impactos que ocasionan en el medio ambiente, disminuirá también la base del impuesto y, en 
consecuencia, los propios costos de producción. Por ende, los impuestos ecológicos en estricto sentido 
son aquellos que incluyen en la configuración de su base el deber público de protección ambiental, 
velando con ello por el acceso y goce a que tienen derecho todos los ciudadanos (no sólo quienes realicen 
procesos productivos contaminantes) respecto de los bienes públicos ambientales, lo que se traduce en 
el acceso a un medio ambiente sano. En consecuencia, tales tributos no tienen fines meramente 
recaudatorios, porque el impacto positivo en el cuidado del medio ambiente está inserto en el propio 
diseño de la base y, mientras más eficaz sea el tributo, menos se recaudará, hasta que se llegue a la 
neutralidad fiscal (que el impuesto no genere mayores cargas económicas porque ya no existan efectos 
ecológicos negativos externos que gravar o que sean tan reducidos que resulte más gravoso para la 
administración tributaria respectiva su recaudación). 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022286  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 52/2020 (10a.)  
 
IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. ASPECTO O BENEFICIO ECONÓMICO QUE 
CONSTITUYE LA MANIFESTACIÓN DE RIQUEZA GRAVADA. 
 
Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, entre otros, los artículos 8 a 

34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que no 
existe riqueza que revele capacidad contributiva. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que la falta de 

reconocimiento o internalización por parte del agente contaminante de los gastos de reparar las 
externalidades negativas derivadas de un proceso productivo, así como su traslación al Estado, 
constituyen un beneficio económico susceptible de ser gravado. 
 
Justificación: Tratándose de los impuestos ecológicos en estricto sentido, los indicios de capacidad 

contributiva no se evidencian con la mera posesión o intercambio de riqueza, sino que existen ciertas 
actividades y bienes ligados con el aprovechamiento ambiental que también pueden manifestar indicios 
de capacidad económica en el sujeto que las lleva a cabo. Este tipo de tributos buscan, entre otros 
aspectos, el reconocimiento de los gastos que deben realizarse para remediar o al menos paliar los 
efectos negativos que se originan en un proceso productivo que contamina o que tiene un impacto 
ecológico cuyo autor, en vez de internalizarlos e incorporarlos a sus erogaciones, traslada al Estado la 
carga económica de repararlos. Tales externalidades o efectos negativos, al encontrarse unidos o 
generarse por una conducta económica o procesos productivos, no causan aumentos en los costos de 
aquellos que las realizan, sino en terceros, por lo que se traducen en auténticos costos sociales. La 
referida traslación de costos hacia el gasto público constituye el beneficio económico que obtiene quien 
realiza un proceso productivo que contamina, pues originalmente tal agente contaminador debería 
responder por esos gastos, pero en vez de hacerlo, omite reconocerlos en sus erogaciones, siendo el 
erario público y, por tanto, la sociedad, quien tiene que responder por ello, mientras que las ganancias 
derivadas del proceso contaminante no se ven reducidas con esos gastos, dado que no se encuentran 
reconocidos o internalizados. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022285  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 55/2020 (10a.)  
 
IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. PARÁMETROS PARA ANALIZAR SU APEGO 
AL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 

 
Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, entre otros, los artículos 8 a 

34 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que los 
tributos que se imponen transgreden el principio de proporcionalidad tributaria. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que los 

impuestos ecológicos o costo eficientes previstos en las disposiciones reclamadas, en virtud del aspecto 
económico que gravan, tienen parámetros específicos para analizar los argumentos referidos al principio 
de proporcionalidad tributaria. 
 
Justificación: Los impuestos ecológicos en estricto sentido buscan, entre otros aspectos, el 

reconocimiento de los gastos que deben realizarse para remediar o al menos paliar los efectos negativos 
que se originan en un proceso productivo que contamina o que tiene un impacto ecológico cuyo autor, en 
vez de internalizarlos e incorporarlos a sus erogaciones, traslada al Estado la carga económica de 
repararlos. La referida traslación de costos constituye el beneficio económico que obtiene quien realiza 
un proceso productivo que contamina, pues tal agente contaminador debería responder por esas 
erogaciones; sin embargo, las ganancias derivadas del proceso contaminante no se ven reducidas con 
esos gastos, dado que no se encuentran internalizados. Tal reconocimiento se inserta en el deber de 
contribuir al gasto público, consagrado por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, dado que quien contamina debe pagar en una proporción razonable respecto 
de la prevención o, en su caso, de la reparación del probable efecto causado o deterioro ambiental y en 
la cuantía suficiente para corregir el daño en el ambiente, lo cual equivaldrá a la incidencia económica en 
el gasto público. Ahora, en relación con el principio de proporcionalidad tributaria, los indicios de 
capacidad contributiva, tratándose de impuestos ecológicos en estricto sentido, no se evidencian con la 
mera posesión o intercambio de riqueza, sino con el aprovechamiento y beneficio económico que se 
obtiene de los bienes ambientales. Por tanto, para que tales tributos respeten el referido principio de 
justicia fiscal, es necesario que el hecho y la base imponibles tomen en consideración las unidades físicas 
sobre las cuales se tenga certeza de que su consumo o, en su caso, liberación en el ambiente, suscita 
efectos negativos en el ambiente o impactos de carácter ecológico. En otras palabras, es necesario que 
exista una relación causal entre el presupuesto del tributo y las unidades físicas que determinan un daño 
o deterioro ambiental (por utilización del ambiente, consumo de un recurso ambiental o de una fuente de 
energía, producción de emisiones contaminantes, etcétera) lo cual se consigue incluyendo en la base 
imponible una incidencia o relación razonable respecto de tales unidades físicas. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022279  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 56/2020 (10a.)  
 
IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. ENCUENTRAN SUSTENTO EN EL DEBER DE 
CONTRIBUIR AL GASTO PÚBLICO, ASÍ COMO EN EL DERECHO AL ACCESO A UN AMBIENTE SANO 
Y EN EL PRINCIPIO "QUIEN CONTAMINA PAGA", CONSAGRADOS, RESPECTIVAMENTE, EN LOS 
ARTÍCULOS 31, FRACCIÓN IV Y 4o., PÁRRAFO QUINTO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
 
Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, entre otros, los artículos 8 a 34 de 

la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que los tributos 
que se imponen transgreden el principio de proporcionalidad tributaria.  
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que, los impuestos 
ecológicos o costo eficientes previstos en las disposiciones reclamadas, en virtud del aspecto económico que 
gravan, tienen asidero en los artículos 4o., párrafo quinto y 31, fracción IV, de la Constitución General. 
 
Justificación: Los impuestos ecológicos en estricto sentido buscan, entre otros aspectos, el reconocimiento 
de los gastos que deben realizarse para remediar o al menos paliar los efectos negativos que se originan en 
un proceso productivo que contamina o que tiene un impacto ecológico, cuyo autor, en vez de internalizarlos 

e incorporarlos a sus erogaciones, traslada al Estado la carga económica de repararlos. Tal reconocimiento se 
inserta en el deber de contribuir al gasto público consagrado por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, dado que quien contamina debe pagar en una proporción razonable 
respecto de la prevención o, en su caso, de la reparación del probable efecto causado o deterioro ambiental y 
en la cuantía suficiente para corregir el daño en el ambiente, lo cual equivaldrá a la incidencia económica en 
el gasto público. Asimismo, este tipo de tributos encuentra respaldo jurídico en el artículo 4o.,  párrafo quinto, 
de la Constitución General ya que, por una parte, incluyen en la configuración de su hecho imponible y de su 
base el deber público de protección ambiental, velando con ello por el acceso y goce a que tienen derecho 
todos los ciudadanos (no sólo quienes realicen procesos productivos contaminantes) respecto de los bienes 
públicos ambientales, lo que se traduce en el acceso a un medio ambiente sano. Por otra parte, tales 

contribuciones también se sustentan en el principio "quien contamina paga", conforme al cual el daño y 
deterioro del ambiente generan responsabilidad para quien lo provoque en los términos que establezca la ley, 
cuya interpretación armónica con la Recomendación del Consejo sobre los principios rectores de los aspectos 
económicos internacionales de las políticas ambientales de 26 de mayo de 1972, emitida por la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), permite concluir que se trata de una medida 
originalmente preventiva y, sólo en caso necesario, tendrá el carácter de correctiva. Por ende, con base en 
ese principio, el legislador puede hacer recaer los costes (de prevención o corrección) de la contaminación 
sobre quien los genera, con los consiguientes incentivadores de la búsqueda de materias y tecnologí as limpias, 
lo cual no obstruye el desarrollo económico, sino que lo redirige hacia un desarrollo económico de carácter 
sustentable, en el cual se tome en consideración la conservación de los bienes ambientales.  

 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022273  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 58/2020 (10a.)  
 
IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. EL PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 14 A 19 DE LA 
LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATECAS QUE GRAVA LA EMISIÓN DE GASES A LA 
ATMÓSFERA, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA, AUN CUANDO NO GRAVA 
TODOS LOS GASES CONTAMINANTES NI LAS FUENTES QUE LOS EMITEN. 
 

Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, entre otros, los artículos 14 a 19 
de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo de su entrada en vigor , al considerar que 
transgreden el principio de equidad tributaria.  
 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que el impuesto 
por la emisión de gases a la atmósfera previsto en los artículos 14 a 19 de la Ley de Hacienda del Estado de 
Zacatecas, no transgrede el referido principio de justicia tributaria.  
 

Justificación: El artículo 14 de la invocada legislación establece que el objeto del citado gravamen consiste 

en las emisiones a la atmósfera de determinadas sustancias generadas en los procesos productivos que se 
desarrollen en la entidad federativa de referencia y que afecten su territorio. Por su parte, el artículo 16 del 
ordenamiento en cita establece el procedimiento de determinación de la base gravable  señalando los gases 
de efecto invernadero. Así, el hecho de que el impuesto sólo grave los referidos gases no viola el principio de 
equidad tributaria, porque dicha distinción se encuentra justificada constitucionalmente. En efecto, el fin 
constitucionalmente válido que se busca con el aludido impuesto consiste en implementar una medida 
legislativa a través de la cual se combata la contaminación y el cambio climático, finalidad inmediata que 
encuentra asidero en los artículos 2o., apartado B, fracción III,  y 4o., párrafos cuarto y quinto, de la Constitución 
General, y 26, párrafo primero, y 30, párrafo primero, de la Constitución de Zacatecas, ya que la finalidad 
mediata que se busca con dicha medida legislativa consiste en que el Estado de Zacatecas cumpla  con su 

obligación de proteger el derecho a la salud y el derecho a un medio ambiente sano. La medida impositiva de 
que se trata resulta ser un medio idóneo, apto y adecuado para cumplir con la finalidad constitucionalmente 
válida antes mencionada. Ciertamente, dentro del abanico de posibilidades a disposición del legislador, se 
advierte que en función de cumplir con su obligación de proporcionar los derechos a la salud y a un medio 
ambiente sano, consideró necesario establecer una medida impositiva que per mitiera combatir la 
contaminación reduciendo la emisión de gases de efecto invernadero para cumplir con los compromisos 
internacionales signados para tal efecto. La medida impositiva establecida es sólo una de aquellas a cargo del 
Estado mexicano que contribuye a alcanzar el fin constitucionalmente válido antes señalado, pues a criterio 
de la Suprema Corte el derecho a la protección de la salud de la población es una responsabilidad social que 
implica no sólo medidas de carácter concreto y específico mediante el establecimiento de mecanismos 

necesarios para que todas las personas tengan acceso a los servicios de salud una vez que presenten algún 
padecimiento patológico o enfermedad, sino también medidas preventivas, a través de reducir o paliar la 
contaminación del medio ambiente que se produzca como consecuencia de la realización de procesos 
productivos que se desarrollen en el Estado de Zacatecas, o por lo menos, la utilización de insumos, materias 
primas o métodos de producción más amigables con el medio ambiente. Por lo explicitado, es notoria la 
relación de precedencia que existe entre el fin constitucionalmente válido perseguido con el establecimiento 
de los preceptos reclamados (combatir la contaminación y el cambio climático) y el medio elegido para tal 
efecto (impuesto a la emisión de gases de efecto invernadero a la atmósfera), por lo que la distinción en el 
trato alegada se encuentra justificada. 
 

SEGUNDA SALA 
 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, para 
los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022272  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 2a./J. 57/2020 (10a.)  
 
IMPUESTOS ECOLÓGICOS O COSTO EFICIENTES. EL PREVISTO EN LOS ARTÍCULOS 14 A 19 DE 
LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE ZACATECAS, DENOMINADO "POR LA EMISIÓN DE 
GASES A LA ATMÓSFERA", NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD 
TRIBUTARIA. 
 
Hechos: Personas morales promovieron juicio de amparo indirecto contra, entre otros, los artículos 14 a 

19 de la Ley de Hacienda del Estado de Zacatecas con motivo de su entrada en vigor, aduciendo que 
tales preceptos transgreden el principio de proporcionalidad tributaria. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve que el impuesto 
reclamado no transgrede el principio de proporcionalidad tributaria. 
 
Justificación: El tributo de referencia grava las emisiones a la atmósfera de bióxido de carbono, metano, 

óxido nitroso, hidrofluoro-carbonos, perfluoro-carbonos y hexafluoruro de azufre, que se generen en 
procesos productivos que se desarrollen y afecten el territorio del Estado de Zacatecas. La base se 
constituye por toneladas de emisiones registradas y se convierte a una equivalencia de dióxido de 
carbono, a la cual se le aplica una cuota de $250.00 (doscientos cincuenta pesos 00/100 M.N.) por 
tonelada, con lo que se determina en forma razonablemente homogénea el efecto invernadero o de 
calentamiento global que generan. Con ello se pretende reflejar el daño generado, en términos 
monetarios, de cada tonelada de gases emitida a la atmósfera (o, si se prefiere, el beneficio en términos 
monetarios que la sociedad deja de percibir por cada tonelada de gases). Por tanto, el impuesto ecológico 
de mérito respeta el principio de proporcionalidad tributaria, ya que el cálculo de su base toma en 
consideración las unidades físicas sobre las cuales se tiene certeza de que su liberación en el ambiente 
suscita efectos negativos o impactos de carácter ecológico, subsistiendo una relación causal entre el 
presupuesto del tributo y las unidades físicas que determinan un daño o deterioro ambiental, lo que 
permite lograr el reconocimiento o internalización por parte del agente contaminante de los costos de 
reparar las externalidades negativas derivadas de su proceso productivo y su traslación al Estado. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
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TESIS JURISPRUDENCIALES 

Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Época: Décima Época  
Registro: 2022263  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: PC.I.C. J/103 C (10a.)  
 
COMPETENCIA EN UN JUICIO MERCANTIL. LA FACTURA, POR SÍ SOLA, NO ES EFICAZ PARA 
DETERMINAR LA CONCURRENCIA DE VOLUNTADES A QUE SE REFIEREN LOS ARTÍCULOS 
1092, 1093 Y 1104, FRACCIONES I Y II, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, Y ANTE ESE SUPUESTO, 
CORRESPONDE CONOCER DEL ASUNTO AL JUEZ DEL LUGAR EN DONDE SE UBIQUE EL 
DOMICILIO DEL DEMANDADO. 

 
Tal ordenamiento prevé, en primer orden, la existencia de una sumisión expresa a que se refieren los 
artículos 1092 y 1093, y para ello es indispensable la expresión de voluntad bilateral o multilateral en dos 
aspectos: a) Todos los interesados o litigantes deben expresar la renuncia de forma clara y terminante al 
fuero que la ley les concede; b) Deben expresar su voluntad de someterse, en caso de controversia, a los 
tribunales competentes del domicilio de alguna de las partes, del lugar del cumplimiento o de la ubicación 
de la cosa. De no ejercerse el sometimiento expreso, el artículo 1104 establece los demás casos que 
deben considerarse para determinar la competencia, en cuyas fracciones I y II también se prevén como 
fuente la expresión de voluntad, y en el orden siguiente: I. El del lugar que el demandado haya designado 
para ser requerido judicialmente de pago; y II. El lugar designado en el contrato para el cumplimiento de 
la obligación. Ante la ausencia de voluntad, dicho artículo, en su fracción III, finca la competencia en el 
lugar donde se ubique el domicilio del demandado, y si tuviere varios, será Juez competente el del lugar 
que elija el actor. Ahora bien, la factura es un documento típico del tráfico mercantil y constituye un 
comprobante de carácter fiscal que inicialmente sólo la emite el contribuyente en términos del artículo 29, 
primer párrafo, del Código Fiscal de la Federación, y sólo por excepción, podrá contener textos 
adicionales consistentes en la expresión de voluntad de la persona –que adquirió los servicios o 
productos– para cubrir el pago en un determinado lugar, como por ejemplo, las facturas que constituyen 
título ejecutivo, en términos del artículo 1391, fracción VII, del citado ordenamiento legal. Por tanto, en 
toda factura que sólo la emita el proveedor o prestador o que no contenga la expresión de voluntad de la 
persona que recibe el producto o servicio que se le reclama como pago, es Juez competente en el lugar 
en donde se ubique el domicilio del demandado. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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Publicadas el viernes 23 de octubre de 2020 en el Semanario Judicial de la Federación. 
 

 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 
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Registro: 2022260  
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Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Publicación: viernes 23 de octubre de 2020 10:33 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 46/2020 (10a.)  
 
AGRAVIOS INOPERANTES EN EL RECURSO DE RECLAMACIÓN. LO SON AQUELLOS QUE 
PRETENDEN DEMOSTRAR LA IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA DE UN AMPARO DIRECTO EN 
REVISIÓN SIN DESVIRTUAR LA INEXISTENCIA DE UNA CUESTIÓN PROPIAMENTE 
CONSTITUCIONAL. 

 
Hechos: Por acuerdo del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se desechó un amparo 

directo en revisión, al considerar que no entrañaba una cuestión constitucional que lo hiciera procedente. 
Dicho acuerdo fue impugnado mediante recurso de reclamación en el que sólo se plantearon argumentos 
sobre la importancia y trascendencia del asunto desechado. 
 
Criterio jurídico: En ese supuesto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia considera que son 

inoperantes los agravios del recurso de reclamación en los que se pretende demostrar la importancia y 
trascendencia de un amparo directo en revisión desechado, si no se logra acreditar la existencia de algún 
planteamiento de constitucionalidad. 
 
Justificación: Ello es así, pues conforme al artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, la procedencia del recurso de revisión en amparo directo está supeditada a 
que subsista una cuestión propiamente constitucional y su resolución revista importancia y trascendencia 
para el orden jurídico nacional. De ahí que la insubsistencia de un planteamiento de constitucionalidad, 
por sí misma, es suficiente para considerar que debe seguir rigiendo el sentido del acuerdo impugnado, 
relativo a que el amparo directo en revisión no cumple con los requisitos normativos para su procedencia 
y sin que para ello sea necesario verificar el requisito de importancia y trascendencia. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 23 de octubre de 2020 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de octubre de 2020, 
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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